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

EXPEDIENTE: 23-002835-0007-CO
PROCESO: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD
ACCIONANTE: ANA DORIS GONZÁLEZ GONZÁLEZ

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San 

José, a las doce horas once minutos del veintidós de febrero de dos mil veintitrés. 

Se da curso a la acción de inconstitucionalidad número 23-002835-0007-CO 

interpuesta por ANA DORIS GONZÁLEZ GONZÁLEZ, mayor, divorciada, 

educadora, con cédula de identidad n° 2-408-135, vecina de Ciudad Quesada en su 

condición de Presidenta de la ASOCIACIÓN DE PROFESORES DE 

SEGUNDA ENSEÑANZA para que se declare inconstitucional la omisión del 

artículo 2, Título 1.1.1.1.210.000-Ministerio de Educación Pública de la Ley de 

Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República del Ejercicio Económico 

2023, n° 10331, de 29 de noviembre de 2022, publicada en el Alcance 267 del 

Diario Oficial La Gaceta, n° 235 de 9 de diciembre de 2022, por estimar que 

lesiona lo dispuesto en el artículo artículo 78 Constitución Política.  Se confiere 

audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República, a la Ministra 

de Educación Pública y al Presidente del Directorio de la Asamblea Legislativa.   

La referida omisión se impugna en cuanto, en criterio de la representante de la 

Asociación accionante, en la construcción y definición de la institucionalidad y la 

democracia de nuestro país, la educación ha jugado un papel histórico, privilegiado 

y determinante. Esta extraordinaria importancia se refleja en la constante voluntad 

del legislador constitucional de promover y regular de manera progresiva este 

derecho fundamental. El acceso a la educación facilita mejores condiciones de 

empleo, ingresos y, en general, una mejor calidad de vida. Es una herramienta de 

movilidad social, que contribuye a reducir la desigualdad social y económica de la 
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población. Se trata de un factor de desarrollo humano y un componente esencial 

del Estado Social Democrático. La asignación de recursos presupuestarios 

suficientes, con la finalidad de garantizar la universalidad de la cobertura y la 

mejor calidad del sistema educativo, juega un papel redistributivo de la riqueza 

nacional, conforme lo estipula el artículo 50 constitucional. En nuestro 

ordenamiento jurídico, este derecho fundamental está consagrado en el Título VII 

de la Constitución Política, denominado “De la educación y la cultura”. El derecho 

a la educación comprende un haz de libertades, recogidas en diferentes 

disposiciones de este capítulo constitucional, empezando por el artículo 77 que 

disciplina la educación como un proceso integral, que comprende diferentes 

niveles y ciclos, desde preescolar hasta la formación universitaria. El artículo 78 ha 

tenido un desarrollo progresivo que culminó con la declaratoria de obligatoriedad 

de la educación preescolar, educación general básica y diversificada, gratuita y 

costeada por el Estado y, con la asignación de una partida presupuestaria mínima a 

la educación pública. Por Ley n° 8954 de 9 de junio de 2011, se realizó la última 

reforma constitucional al artículo 78 cuyo objetivo  fue incrementar la inversión 

pública, con la finalidad de fortalecer el sistema de educación pública de cara a las 

exigencias que demanda el futuro y realizar una reforma educativa “que tenga 

como centro del proceso a la persona humana, porque invertir en educación es 

invertir en desarrollo humano”. (exposición de motivos del proyecto de reforma 

parcial del artículo 78 constitucional). Así, se pasó de asignar un 6% a un 8% del 

PIB. Mediante un Transitorio se dispuso que el gasto público en educación podrá 

ser inferior al 8% durante los períodos fiscales anteriores al 2014. Sin embargo, en 

ningún caso el porcentaje del producto interno bruto destinado a educación podrá 

ser más bajo que el del año precedente. De acuerdo con el primer transitorio de la 

reforma, a partir del ejercicio económico 2014, debió presupuestarse, por lo menos, 

el 8% PIB. No obstante, no se cumplió en ese período, tampoco en los ejercicios 
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posteriores y, muchos menos, en la última ley de presupuesto de la República, 

correspondiente al actual ejercicio económico (2023). Aún más, en la Ley n° 

10331  únicamente se destinó a la educación pública un 5.31% del PIB, el más bajo 

desde que se modificó el artículo 78 constitucional; incluso el más bajo desde la 

reforma constitucional de 1997. Aún más, si conforme al artículo 29 del Título IV 

de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N° 9635, se incluye el 

presupuesto del Instituto Nacional de Aprendizaje, del Programa Provisión de 

Servicios de Salud y el Presupuesto del Programa de Recursos de Cuido, todos del 

ejercicio económico 2023, la suma total destinada a la educación pública en la 

última ley de presupuesto, solamente alcanzó un 5.80% del PIB. Los informes 

técnicos de la Contraloría General de la República, acerca de los proyectos de ley 

de presupuesto ordinario y extraordinario, han advertido que las asignaciones a la 

educación pública, están por abajo del mínimo fijado constitucionalmente. Las 

leyes de presupuesto ordinario y extraordinario de la República, de los últimos tres 

ejercicios económicos han sido particularmente bajas: la del 2021 fue en el orden 

del 6.95% PIB y la del año 2022 fue del 6.34%, y la del actual, en el orden del 

5.80% (con los presupuestos del INA, CEN-CINAI y RED DE CUIDO). Esta 

asignación representante un decrecimiento del 1.6% con respecto a la Ley 

actualizada del Presupuesto del 2022, es decir, casi 40.000 millones de colones 

menos destinados a educación pública. La Comisión permanente ordinaria de 

Asuntos Hacendarios, el 19 de octubre de 2022, rindió Dictamen Afirmativo de 

mayoría del “Proyecto de Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la 

Republica para el Ejercicio Económico 2023”, en el cual se asignó a la educación 

pública ¢ 2.528.217.413.232 de colones. Pese a que significó un aumento en 

relación con la partida original, siempre quedó muy por debajo del 8% del PIB. El 

monto del PIB para el 2023, estimado por el Banco Central de Costa Rica, 

asciende a la cantidad de ¢ 47.463.452,00 millones. El 8% de esta suma, que es el 
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que se debió asignar a la educación pública, responde a la suma de ¢ 3.797.076,16 

millones de colones. Esto significa que a la educación pública se le redujo la 

cantidad de ¢ 1.044.442,74, es decir, más de un billón de colones, déficit que 

tendrá un grave impacto en la sociedad y democracia costarricense.  Los fines de la 

enmienda constitucional, el mejoramiento y fortalecimiento del sistema educativo, 

no se han podido alcanzar, porque el legislador presupuestario, históricamente, ha 

mantenido una contumaz conducta de rechazo de la ordenanza constitucional, la 

cual han convertido en letra muerta.  Adicionalmente, la norma impugnada lesiona 

el principio de progresividad, en tanto la partida asignada es la más baja en el siglo 

XXI, respondiendo a esa tendencia regresiva, en virtud de la cual se recortan, cada 

vez más, los recursos asignados a la educación pública. (ver en este sentido voto n° 

2016-12803).  El desfinanciamiento de la educación pública, cada vez más 

regresivo, produce graves alteraciones en el sistema educativo, principalmente en 

perjuicio de los sectores más vulnerables de la población costarricense. La 

representante de la Asociación actora solicita que se declare la inconstitucionalidad 

de la omisión de la Ley de Presupuesto del ejercicio económico 2023.  Esta acción 

se admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional en sus artículos 73 a 79. La legitimación de la Asocación accionante 

deriva del artículo 75, párrafo 2° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en 

tanto acuden en defensa del derecho a la educación, que es un interés difuso. 

Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial sobre la 

interposición de la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la acción:  La 

publicación prevista en el numeral 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional 

tiene por objeto poner en conocimiento de los tribunales y los órganos que agotan 

la vía administrativa, que la demanda de inconstitucionalidad ha sido establecida, a 

efecto de que en los procesos o procedimientos en que se discuta la aplicación de la 

ley, decreto, disposición, acuerdo o resolución, tampoco se dicte resolución final 
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mientras la Sala no haya hecho pronunciamiento del caso. De este precepto legal se 

extraen varias reglas. La primera, y quizás la más importante, es que la 

interposición de una acción de inconstitucionalidad no suspende la eficacia y 

aplicabilidad en general de las normas. La segunda, es que solo se suspenden los 

actos de aplicación de las normas impugnadas por las autoridades judiciales en los 

procesos incoados ante ellas, o por las administrativas, en los procedimientos 

tendientes a agotar la vía administrativa, pero no su vigencia y aplicación en 

general. La tercera es que –en principio-, en los casos de acción directa (como 

ocurre en la presente acción), no opera el efecto suspensivo de la interposición 

(véase voto No. 537-91 del Tribunal Constitucional).  Dentro de los quince días 

posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes 

figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta 

acción, en los que se discuta sobre lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a 

fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en 

su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les 

interese. La contestación a la audiencia conferida en esta resolución deberá ser 

presentada una única vez, utilizando solo uno de los siguientes medios: 

documentación física presentada directamente en la Secretaría de la Sala; el 

sistema de fax; documentación electrónica por medio del Sistema de GESTIÓN 

EN LÍNEA; o bien, a la dirección de correo electrónico Informes-SC@poder-

judicial.go.cr, la cual es correo exclusivo dedicado a la recepción de informes. En 

cualquiera de los casos, la contestación y demás documentos deberán indicar de 

manera expresa el número de expediente al cual van dirigidos. La contestación que 

se rindan por medios electrónicos, deberá consignar la firma de la persona 

responsable que lo suscribe, ya sea digitalizando el documento físico que contenga 

su firma, o por medio de la firma digital, según las disposiciones establecidas en la 

Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, Nº 8454, a 

mailto:Informes-SC@poder-judicial.go.cr
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efectos de acreditar la autenticidad de la gestión. Se advierte que los documentos 

generados electrónicamente o digitalizados que se presenten por el Sistema de 

Gestión en Línea o por el correo electrónico señalado, no deberán superar los 3 

Megabytes. Notifíquese. 

A
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FERNANDO CASTILLO VÍQUEZ - PRESIDENTE/A


